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Bogotá, D.C., 1 de abril de 2014
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D. 


Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el inciso 3º del artículo 20  la Ley 1508 de 2012, “Por la cual se establece el régimen jurídico de las Asociaciones Público Privadas, se dictan normas orgánicas de presupuesto y se dictan otras disposiciones”.
Demandante: Jhon Fredy Silva Tenorio
Magistrado Ponente: JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB
Expediente D-10101
Concepto 5750 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó el ciudadano Jhon Fredy Silva Tenorio contra el inciso 3º del artículo 20 de la Ley 1508 de 2012, cuyo texto, con lo demandado en negrillas, es el siguiente:

LEY 1508 DE 2012
(enero 10)

D.O. 48.308, enero 10 de 2012

 

Por la cual se establece el régimen jurídico de las Asociaciones Público Privadas, se dictan normas orgánicas de presupuesto y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:
[…]
Artículo 20. Terceros interesados y selección. Si un tercero manifiesta su interés en ejecutar el proyecto, en las condiciones pactadas entre la entidad estatal competente y el originador del proyecto, manteniendo la condición de no requerir recursos del Presupuesto General de la Nación, de las entidades territoriales o de otros fondos públicos para la ejecución del proyecto, deberá manifestarlo y garantizar la presentación de la iniciativa mediante una póliza de seguros, un aval bancario u otros medios autorizados por la ley, acreditando su capacidad jurídica, financiera o de potencial financiación, la experiencia en inversión o en estructuración de proyectos, para desarrollar el proyecto acordado.

 

En ese caso, la entidad deberá abrir un proceso haciendo uso de la metodología establecida para los procesos de selección abreviada de menor cuantía con precalificación, para la selección del contratista entre el originador del proyecto y los oferentes que hayan anexado garantía para la presentación de sus ofertas y cumplan las condiciones para su ejecución.

 

Si como resultado del proceso de selección el proponente originador del proyecto no presenta la mejor oferta, de acuerdo con los criterios de evaluación establecidos, este tendrá el derecho a presentar una oferta que mejore la del proponente mejor calificado, en un plazo máximo de (10) diez días hábiles contados desde la publicación del informe de evaluación de las propuestas. Si el originador mejora la oferta se le adjudicará el contrato, una vez se cumplan los requisitos establecidos en la presente ley.

 

Si el originador no resulta seleccionado para la ejecución del contrato, deberá recibir del adjudicatario el valor que la entidad estatal competente haya aceptado, como costo de los estudios realizados para la estructuración del proyecto.

 
1. Planteamientos de la demanda
El accionante considera que el inciso 3º del artículo 20 de la Ley 1508 de 2012 vulnera los artículos 13 (principio de igualdad), 29 (debido proceso) y 209 (principios de la función administrativa) de la Constitución Política y, en consecuencia, vulnera su supremacía, en consideración a los siguientes argumentos:
En primer lugar, aduce que el inciso acusado desconoce el principio de igualdad que debe regir las actuaciones relacionadas con la contratación estatal, pues el legislador estableció una diferenciación entre los proponentes en general, de una parte, y el proponente originador del proyecto, de otra, la cual carece de justificación. Para sustentar esta conclusión el demandante aduce que “(…) se coloca en situación de desigualdad a dos sujetos, los cuales deberían tener en (sic) mismo trato ante el Estado, sin que medie una justificación material que habilite esta actuación, pues al permitirle nuevamente al originador presentar una nueva propuesta que mejore la del primer calificado y posible adjudicatario, a pesar de haber ya participado, en una situación que en la práctica no garantizará que otro participante aparte del organizador pueda ejecutar el objeto de la asociación público privada”. Por ende, observa que dicha distinción carece de razones objetivas que la sustenten, porque “(…) no existe una razón legal o constitucional para aceptar una oferta después de haber realizado la valoración de los requisitos habilitantes y los criterios de puntuación de cada propuesta”.
En segundo lugar, considera que el segmento normativo acusado desconoce el artículo 29 de la Constitución Política, en particular la garantía de ser juzgado de conformidad con las formas propias de cada juicio, como quiera que “(…) en ningún proceso de selección (v. gr. Licitación Pública, Concurso de méritos o Menor cuantía) de la contracción estatal, se permite mejorar una propuesta después de haber sido presentada y evaluada, más allá de la subsanación de los requisitos mínimos habilitantes; puesto que una actuación en tal sentido coloca en tela de juicio una adjudicación justa”.        

Por último, argumenta que la norma no solo es contraria a la Constitución sino que, a su vez, desconoce los principios de orden legal que rigen la contratación estatal los cuales tienen, a su juicio, conexidad con los principios de la función administrativa establecidos en el artículo 209 de la Constitución Política.
2. Problema jurídico
De conformidad con los planteamientos de la demanda, y a juicio de esta Vista Fiscal, el problema central del caso sub examine consiste en determinar si la previsión del segmento normativo acusado desconoce el principio de igualdad establecido en el artículo 13 en forma genérica y, particularmente, si desconoce la igualdad en tanto principio de la función administrativa aplicable a la contratación estatal. En consecuencia, el problema jurídico constitucional puede formularse de la siguiente forma:

· ¿Constituye una infracción al principio de igualdad (arts. 13 y 209 C.P.) la previsión establecida en el inciso 3º del artículo 20 de la Ley 1508 de 2012, según la cual el proponente originador del proyecto tiene el derecho a presentar una oferta que mejore la del proponente mejor calificado?
3. Análisis jurídico
a) Breve contextualización del segmento normativo acusado

Tal y como lo establece el epígrafe de la Ley 1508 de 2012, su objeto es el de regular, entre otros temas, el régimen jurídico de las Asociaciones Público Privadas (APP) las cuales define como “ (…) un instrumento de vinculación de capital privado, que se materializan en un contrato entre una entidad estatal y una persona natural o jurídica de derecho privado, para la provisión de bienes públicos y de sus servicios relacionados, que involucra la retención y transferencia de riesgos entre las partes y mecanismos de pago, relacionados con la disponibilidad y el nivel de servicio de la infraestructura y/o servicio” (art. 1º).
Ahora bien, las APP tienen dos vías para su realización: (i) que la iniciativa para la ejecución del proyecto sea pública, esto es, que es la entidad quien inicia el proceso de selección del contratista para la ejecución del proyecto de conformidad con los requisitos establecidos en el artículo 11
 de la norma citada; o (ii) que la iniciativa del proyecto sea privada, esto es, que un agente privado es quien se encarga de la estructuración del proyecto. Dicha estructuración -que está dividida en dos etapas denominadas prefactibilidad y factibilidad
- puede presentar, a su vez, dos modalidades: a) que la ejecución del proyecto requiera recursos públicos; o b) que la ejecución del proyecto no requiera recursos públicos de ninguna naturaleza. 
En el primer caso, la entidad abrirá una licitación pública con el propósito de seleccionar el contratista que estará encargado del desarrollo del proyecto estructurado por el originador; en este evento la ley autoriza al originador del proyecto a participar en la licitación pública que la entidad debe abrir para el efecto. Si en dicho proceso el originador no resulta seleccionado como ejecutor del proyecto que estructuró, tendrá derecho a recibir del adjudicatario el valor que la entidad pública haya determinado con miras a compensar la estructuración del proyecto (art. 17). 
En el segundo caso, y luego de los trámites previstos
 en la norma para las iniciativas de carácter privado que no requieran recursos públicos, resulta probable que no se presenten más ofertas que la del originador del proyecto, caso en el cual la norma prevé la posibilidad de contratar en forma directa con el estructurador del mismo (art. 19). En caso contrario, esto es, que un tercero manifieste su interés por ejecutar el proyecto en las condiciones pactadas, y luego de verificar el cumplimiento de los requisitos para el efecto
, la entidad deberá abrir un proceso haciendo uso de la metodología establecida para los procesos de selección abreviada de menor cuantía con precalificación. En el evento en que el proponente originador del proyecto no presente la mejor oferta, tendrá el derecho a presentar una oferta que mejore la del proponente mejor calificado, y si ello ocurre -la oferta del proponente supera a la oferta mejor calificada- se le adjudicará al proponente originador el contrato correspondiente 
Esta última posibilidad es la que el demandante considera contraria al principio de igualdad, pues entiende que tanto el originador del proyecto como los terceros interesados en la ejecución del mismo, se encuentran en una misma situación de hecho y, por ello, deben recibir un trato paritario.

b) Constitucionalidad del segmento normativo acusado

El Ministerio Público considera que el inciso 3º del artículo 20 de la Ley 1508 de 2012 es constitucional, por las siguientes razones:
El principio de igualdad supone cuatro variables que imponen “(…) (i) el de dar el mismo trato a situaciones de hecho idénticas; (ii) el de dar un trato diferente a situaciones de hecho que no tienen ningún elemento en común; (iii) el de dar un trato paritario o semejante a situaciones de hecho que presenten similitudes y diferencias, cuando las primeras (sic) más relevantes que las segundas; y (iv) el de dar un trato diferente a situaciones de hecho que presentes similitudes y diferencias, cuando las segundas sean más relevantes que las primeras”
. Con el propósito de identificar infracciones al principio de igualdad la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha construido el denominado juicio de igualdad que, en términos generales, supone el análisis de “(…) los supuestos, hipótesis o sujetos respecto de los que se plantea el problema de igualdad. A su vez debe el intérprete identificar los derechos, los deberes o los bienes que son objeto de distribución. Finalmente es necesario determinar cuál es el criterio de comparación que se emplea para definir el trato”
. La justificación del trato diferenciado debe respetar el principio de proporcionalidad y razonabilidad, cuya intensidad está determinada, entre otras cosas, por el contenido de la medida y los sujetos que están involucrados en ella.

Así las cosas, el problema respecto del derecho a la igualdad parte de la comparación de dos sujetos que son destinatarios de la medida: de una parte, el proponente originador y, de otra, los terceros que presentan ofertas con miras a ejecutar el proyecto, los cuales, a juicio del demandante, se encuentran en la misma condición de hecho. 
Como primera medida, el Ministerio público considera que en este caso existen ciertas similitudes entre los sujetos destinatarios de la medida legislativa, como quiera que respecto de los dos grupos mencionados se puede predicar la calidad de oferente con el propósito de ejecutar el proyecto, tal y como se deriva del segmento normativo acusado. No obstante lo anterior, también existen diferencias relevantes que, a juicio de esta Vista Fiscal, deben ser tenidas en cuenta para el análisis del segmento acusado:
(i)  El proponente originador es quien ha estructurado el proyecto y, por lo tanto, a quien se le han trasferido la totalidad de los riesgos de dicha estructuración (art. 14 Ley 1508 de 2012), cosa que no ocurre respecto de los terceros interesados en la ejecución del mismo, quienes ofertan sobre la base del proyecto estructurado por el originador. Esta es, entonces, una primera diferencia relevante entre los sujetos objeto de la medida.
(ii)  Como se indicó, las asociaciones público-privadas de iniciativa enteramente privada y sin la concurrencia de recursos públicos, implican que la planeación del contrato, esto es, la realización de estudios previos con el propósito de precisar el objeto del contrato, sus riesgos y el posible precio del mismo, recaen exclusivamente en el originador del proyecto, cosa que no ocurre con quienes simplemente ofertan sobre el mismo. 

En conclusión, si bien existen similitudes entre el estructurador del proyecto y los terceros interesados en la ejecución de éste, no es menos cierto que existen diferencias relevantes que deben ser analizadas.
En segundo lugar, y respecto del contenido normativo de la medida, valga decir, el derecho a presentar una nueva oferta que mejore la del proponente mejor calificado, el demandante estima que dicho contenido es inconstitucional. Y lo es, a su juicio, porque existen normas constitucionales que imponen un trato paritario entre los sujetos -término de comparación- las cuales tienen que ver, en primer lugar, con la aplicación de los principios de concurrencia e igualdad de los oferentes en materia de contratación en concordancia con los principios de la función administrativa y, en segundo lugar, debido a que en ningún proceso regulado por las normas en materia de contratación estatal se permite ofertar nuevamente luego de la oportunidad para ello, lo cual, en su concepto, viola la garantía de ser juzgado por juez o tribunal competente establecida en el artículo 29 de la Constitución.

En materia de contratación estatal, el principio de igualdad tiene aplicaciones concretas y específicas que tienen relación directa con el principio de selección objetiva del contratista. Si bien es cierto que la Corte ha reconocido el fundamento constitucional de la licitación y, en consecuencia, la vigencia de los principios de libre concurrencia e igualdad en la contratación, no lo es menos que la modalidad de selección abreviada no prescinde de dichos principios, pues es claro que ésta también tiene su fundamento en la selección objetiva del contratista
. Así, entonces, al tratarse de una modalidad de selección objetiva le son aplicables los principios enunciados con anterioridad.

Para la Corte el principio de libre concurrencia, cuyo fundamento constitucional se encuentra en el principio de igualdad (art. 13 C.P.), en la libre competencia (art. 333 C.P.) y los principios de la función administrativa (art. 209 C.P.), garantiza “(…) la posibilidad de que todos aquellos que reúnan los requisitos para celebrar un contrato estatal, puedan concurrir ante la respectiva entidad a presentar sus ofertas y puedan formularlas sobre bases idénticas, sin perjuicio de limitaciones razonables que persigan asegurar la adecuada ejecución del contrato y el cumplimiento de los cometidos estatales”
, todo lo cual se traduce en la existencia de múltiples ofertas para que la entidad escoja la mejor, atendiendo a parámetros objetivos. En cuanto al otro principio con relevancia constitucional en materia de contratación estatal, esto es, el de igualdad, impone a la administración “(…) que todos los que concurran reciban el mismo tratamiento y sus propuestas sean valoradas a la luz de los mismos criterios”
. 

Sobre esta base, el Ministerio Público considera que aunque la premisa que sustenta el argumento del demandante es cierta, de la aplicación de los principios de libre concurrencia e igualdad a la modalidad de selección abreviada no puede concluirse, como lo sostiene la demanda, que el núcleo de dichos principios se desconozca por el segmento normativo acusado, en atención a que:   
(i)  El derecho a presentar una nueva oferta por parte del estructurador del proyecto no vulnera el núcleo del principio de concurrencia, pues la norma no consagró restricciones para el acceso de terceros interesados en la ejecución del proyecto, más allá de otorgar ciertas garantías para mantener la condición de no requerir recursos públicos, tal y como ocurre con el estructurador del proyecto. Tampoco estableció, como lo argumenta el demandante, que la estructuración del proyecto por parte del originador del mismo, suponga que éste va a ser en forma necesaria el ejecutor, en tanto que el propio artículo 20 establece la posibilidad de que el adjudicatario pague al originador los costos en que incurrió en la estructuración del proyecto, en caso de que su oferta no hubiese superado a la mejor calificada. Prueba de lo anterior, son las condiciones que, de conformidad con el artículo 30.3 del Decreto Reglamentario 1467 de 2012
, debe cumplir el originador del proyecto con el fin de mejorar la oferta, puesto que debe alcanzar el 80% del puntaje obtenido por la propuesta mejor calificada. 
(ii)   Tampoco vulnera el núcleo del principio de igualdad, dado que el parámetro con el cual se valoran las ofertas es el mismo, pues éstas deben evaluarse de conformidad con el acuerdo al que han llegado el estructurador y la entidad respectiva (art. 19) bajo un mismo criterio.
En consecuencia, el Ministerio Público constata que la previsión normativa acusada no desconoce los principios de concurrencia e igualdad en tanto principios con relevancia constitucional.
De otra parte, para esta Vista Fiscal la medida es razonable y proporcionada. La norma acusada, en efecto, constituye una aplicación concreta del reconocimiento constitucional de un amplio margen de configuración del legislador para expedir regulaciones en materia de contratación estatal, como consecuencia directa de la competencia establecida en el último inciso del artículo 150 de la Constitución, según el cual corresponde al Congreso de la República ““expedir el estatuto general de contratación de la administración pública y en especial de la administración nacional”
, razón por la cual el análisis de proporcionalidad debe establecer si la medida cuestionada busca una finalidad constitucionalmente admisible y si el medio empleado para alcanzar tal fin resulta adecuado.
La medida se torna legítima en tanto permite a la Administración escoger la mejor oferta dentro de los parámetros establecidos por la entidad y el estructurador del proyecto, lo cual tiene sustento constitucional en la prevalencia del interés general
 y la concreción de los fines del Estado, en el marco de la cláusula del Estado Social de Derecho (art. 2 C.P.). De otra parte, la medida tiene sustento constitucional en la promoción de la competencia (art. 333 C.P.), pues es claro que la participación de terceros, y del propio estructurador, con el propósito de ejecutar el proyecto, promueve condiciones de competencia entre éstos.
Con relación a la adecuación de la medida, esto es, si la posibilidad de presentar una nueva oferta por parte del originador del proyecto con el propósito de superar la oferta mejor calificada es potencialmente apta para alcanzar la finalidad constitucionalmente perseguida, esta Vista Fiscal considera que otorgar un incentivo a quien ha estructurado el proyecto y, por ende, a quien ha asumido la planeación y los riesgos propios del mismo, fomenta la provisión de servicios de infraestructura en diversos ámbitos como la educación y la salud, los cuales se acompasan con las finalidades del Estado
, pues la provisión de tales servicios, de conformidad con los propósitos generales de la Ley 1508 de 2012, pretende atraer inversiones privadas para temas de suma importancia con innegable relevancia constitucional
. 
En consecuencia, la previsión de un incentivo –posibilidad de presentar oferta sobre la mejor calificada- al inversionista que ha estructurado el proyecto, es un medio potencialmente adecuado para proveer la provisión de servicios de infraestructura en ciertos aspectos de gran relevancia, pues es posible conectar la provisión de servicios de infraestructura con la optimización de ciertos derechos fundamentales como la educación, la salud y el saneamiento ambiental, por citar algunos ejemplos.
Respecto de la vulneración al derecho al debido proceso, en particular la garantía de ser juzgado por juez o tribunal competente, el Ministerio Público considera que dicho cargo no cumple con el requisito de suficiencia , pues no resulta claro cómo la posibilidad de presentar una oferta por parte del estructurador del proyecto termina desconociendo la garantía de asignación previa de competencias a las autoridades judiciales o administrativas que cumplan funciones de esa naturaleza, como quiera que la Administración cuenta, a partir de la norma acusada, con la facultad de evaluar de conformidad con ciertos criterios las ofertas para la ejecución de un proyecto determinado. Otro tanto ocurre con los cargos por violación a ciertas normas de orden legal, como la Ley 80 de 1993 o la Ley 1150 de 2007, pues dicho argumento carece del requisito de pertinencia, dado que el concepto de violación se estructura a partir de normas de la misma jerarquía del segmento normativo acusado.
4. Conclusión

En virtud de lo anterior, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLE el inciso 3º del artículo 20 de la Ley 1508 de 2012, por los cargos analizados en la presente demanda.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación

GMR/DFYM
� El cual dispone: “Artículo 11. Requisitos para abrir procesos de selección de contratistas para la ejecución de proyectos de asociación público privada, de iniciativa pública. En los proyectos de asociación público privada de iniciativa pública, la entidad que invita a participar en el proceso de selección, deberá contar antes de la iniciación del proceso de selección con: 11.1 Los estudios vigentes de carácter técnico, socioeconómico, ambiental, predial, financiero y jurídico acordes con el proyecto, la descripción completa del proyecto incluyendo diseño, construcción, operación, mantenimiento, organización o explotación del mismo, el modelo financiero detallado y formulado que fundamente el valor del proyecto, descripción detallada de las fases y duración del proyecto y justificación del plazo del contrato. El modelo financiero estatal tendrá reserva legal. 11.2 Evaluación costo beneficio del proyecto analizando su impacto social, económico y ambiental sobre la población directamente afectada, evaluando los beneficios socioeconómicos esperados. 11.3 Justificación de utilizar el mecanismo de asociación público privada como una modalidad para la ejecución del proyecto, de conformidad con los parámetros definidos por el Departamento Nacional de Planeación. Los análisis señalados en este numeral deberán contar con concepto previo favorable del Departamento Nacional de Planeación o de la entidad de planeación de la respectiva entidad territorial. Para el anterior concepto, se deberá contar con la aprobación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público respecto de las valoraciones de las obligaciones contingentes que realicen las Entidades Estatales, en desarrollo de los Esquemas de Asociación Público Privada, en los términos definidos en la � HYPERLINK "http://www.lexbase.biz/lexbase/normas/leyes/1998/L0448de1998.htm" \o "Haga clic para abrir TODA la Ley 448 de 1998" �Ley 448 de 1998�. 11.4 Análisis de amenaza y vulnerabilidad con el fin de garantizar la no generación o reproducción de condiciones de riesgo de desastre. 11.5 La adecuada tipificación, estimación y asignación de los riesgos, posibles contingencias, la respectiva matriz de riesgos asociados al proyecto”. 


� Según el artículo 14 de la Ley 1508 de 2012 la etapa de prefactibilidad comprende: “En la etapa de prefactibilidad el originador de la propuesta deberá señalar claramente la descripción completa del proyecto incluyendo el diseño mínimo en etapa deprefactibilidad, construcción, operación, mantenimiento, organización y explotación del mismo, alcance del proyecto, estudios de demanda en etapa de prefactibilidad, especificaciones del proyecto, su costo estimado y la fuente de financiación”. Mientras que en la etapa de factibilidad según el mismo artículo: “Para la etapa de factibilidad, la iniciativa para la realización del proyecto deberá comprender: el modelo financiero detallado y formulado que fundamente el valor del proyecto, descripción detallada de las fases y duración del proyecto, justificación del plazo del contrato, análisis de riesgos asociados al proyecto, estudios de impacto ambiental, económico y social, y estudios de factibilidad técnica, económica, ambiental, predial, financiera y jurídica del proyecto. En la etapa de factibilidad el originador del proyecto deberá anexar los documentos que acrediten su capacidad jurídica, financiera o de potencial financiación, de experiencia en inversión o de estructuración de proyectos o para desarrollar el proyecto, el valor de la estructuración del proyecto y una minuta del contrato a celebrar que incluya entre otros, la propuesta de distribución de riesgos. En esta etapa se deberá certificar que la información que entrega es veraz y es toda de la que dispone sobre el proyecto. Esta certificación deberá presentarse mediante una declaración juramentada”. 


� El artículo 19 de la norma dispone que: “Logrado el acuerdo entre la entidad estatal competente y el originador del proyecto, manteniendo el originador la condición de no requerir recursos del Presupuesto General de la Nación, de las entidades territoriales o de otros fondos públicos para la ejecución del proyecto, la entidad competente publicará el acuerdo, los estudios y la minuta del contrato y sus anexos por un término no inferior a un (1) mes ni superior a seis (6) meses, en los términos que establezca el reglamento, dependiendo de la complejidad del proyecto, en la página web del Sistema Electrónico para la Contratación Pública “SECOP”.


� Sobre  los requisitos el artículo 20 establece que “(…)  manteniendo la condición de no requerir recursos del Presupuesto General de la Nación, de las entidades territoriales o de otros fondos públicos para la ejecución del proyecto, deberá manifestarlo y garantizar la presentación de la iniciativa mediante una póliza de seguros, un aval bancario u otros medios autorizados por la ley, acreditando su capacidad jurídica, financiera o de potencial financiación, la experiencia en inversión o en estructuración de proyectos, para desarrollar el proyecto acordado”.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-015 de 2014, M.P. Mauricio González Cuervo.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-100 de 2013, M.P. Mauricio González Cuervo.


� Así, el numeral 2º del artículo 2º de la Ley 1150 dispone: “Selección abreviada. La Selección abreviada corresponde a la modalidad de selección objetiva prevista para aquellos casos en que por las características del objeto a contratar, las circunstancias de la contratación o la cuantía o destinación del bien, obra o servicio, puedan adelantarse procesos simplificados para garantizar la eficiencia de la gestión contractual”.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-300 de 2012, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Ibídem.


� Por el cual se reglamenta la Ley 1508 de 2012.


� Con relación al alcance del último inciso del artículo 150 de la Constitución, la Corte ha precisado que de éste no puede  “(…) inferirse la obligación para el legislador de incorporar en un solo cuerpo normativo toda la legislación existente en materia contractual, pues si ésta hubiera sido la voluntad del constituyente, en el artículo 150 Fundamental se habría autorizado al Congreso de la República para expedir un estatuto único de contratación para el Estado y no un estatuto general como finalmente quedó redactada la aludida competencia legislativa”, razón por la cual el legislador goza de un amplio marco de configuración “(…) para diseñar un régimen legal cuya finalidad sea  la de propender al logro de los objetivos constitucionales del Estado Social de Derecho, toda vez que el cumplimiento de estas metas requiere del aprovisionamiento de bienes y servicios por parte de los órganos públicos mediante la contratación. En este orden de ideas, es innegable el carácter instrumental que ostenta el contrato estatal, puesto que no es un fin en sí mismo sino un medio para la consecución de los altos objetivos del Estado”. Cfr. Corte Constitucional Sentencia C-949 de 2011, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


� La relación entre el principio de selección objetiva y el interés general ha sido analizada por la Corte, así: “(…) la teleología propia de toda la normatividad que propicia la escogencia objetiva de la mejor oferta formulada por los proponentes previamente calificados, cuyos antecedentes personales sean garantía de seriedad y cumplimiento, no es otra que la de asegurar la prevalencia del interés general, valor fundante del Estado colombiano al tenor del primer artículo de nuestra Carta Fundamental; así las cosas, desde este punto de vista, tal normatividad, contenida parcialmente en las normas demandadas, no sólo se ajusta a la Constitución, sino que es su natural y obvio desarrollo”: Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-400 de 1999, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Esta relación fue puesta de presente con ocasión de la exposición de motivos de la norma citada, según la cual las asociaciones público privadas pretenden “(…) [p]romover nuevos esquemas de Participación Privada y optimizar los mecanismos existentes para la provisión de servicios de infraestructura productiva y social en diferentes sectores, tales como: (i) infraestructura, mantenimiento de equipos y desarrollo de capacidades estratégicas en sector defensa; (ii) distritos de riego y adecuación de tierras; (iii) infraestructura social en educación, salud y atención integral a la primera infancia; (iv) infraestructura física de entidades públicas; (v) rehabilitación y mantenimiento vial; y (vi) desarrollo de infraestructura logística, entre otros”.


�  La diversidad temática de las asociaciones público privadas fue puesta de presente con ocasión de la exposición de motivos de la norma analizada, según la cual dichas asociaciones pretenden “(…) [p]romover nuevos esquemas de Participación Privada y optimizar los mecanismos existentes para la provisión de servicios de infraestructura productiva y social en diferentes sectores, tales como: (i) infraestructura, mantenimiento de equipos y desarrollo de capacidades estratégicas en sector defensa; (ii) distritos de riego y adecuación de tierras; (iii) infraestructura social en educación, salud y atención integral a la primera infancia; (iv) infraestructura física de entidades públicas; (v) rehabilitación y mantenimiento vial; y (vi) desarrollo de infraestructura logística, entre otros”.  Congreso de la República, Gaceta 823 de 2001, p. 1.
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